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Amparo en revisión 499/2015 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DERECHO A SER CONSULTADOS. LA COMISIÓN 

NACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS ES LA AUTORIDAD COMPETENTE 

EN LA MATERIA. 

La Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas es la autoridad 

competente en materia de consulta a las comunidades indígenas, en virtud de que las 

fracciones I, III, IV y IX a XI del artículo 2o. y la fracción VI del artículo 3o., ambos de la Ley de 

la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, le otorgan diversas 

facultades en materia de garantía, promoción y protección de derechos indígenas. En ese 

sentido, puede advertirse que dicha Comisión tiene amplias facultades para consultar a los 

pueblos y comunidades indígenas respecto de aquellos proyectos que puedan impactar 

significativamente en sus condiciones de vida y su entorno; por tanto, es la autoridad 

competente para llevar a cabo la consulta a las comunidades involucradas respecto de 

aquellos proyectos implementados por la administración pública federal y las entidades 

federativas que puedan causarles un impacto significativo. Lo anterior, sin perjuicio de la 

existencia de leyes especiales que faculten a otras instituciones para llevar a cabo los 

procedimientos de consulta respectivos, en cuyo caso, deberán actuar coordinadamente 

con la Comisión aludida. 
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PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DERECHO A SER CONSULTADOS. REQUISITOS 

ESENCIALES PARA SU CUMPLIMIENTO. 

De conformidad con los estándares internacionales en materia de protección a los 

derechos de las comunidades indígenas, las características específicas del procedimiento 

de consulta variarán necesariamente en función de la naturaleza de la medida propuesta y 

del impacto sobre los grupos indígenas, por lo que los jueces deberán analizar en cada caso 

concreto si el proceso de consulta realizado por las autoridades cumple con los estándares 

de ser: a) previa al acto, toda vez que debe llevarse a cabo durante la fase de planificación 

del proyecto, con suficiente antelación al comienzo de las actividades de ejecución; b) 

culturalmente adecuada, ya que debe respetar sus costumbres y tradiciones, considerando 

en todo momento los métodos tradicionales que utilizan en la toma de sus decisiones; en ese 

sentido, las decisiones que las comunidades indígenas tomen de acuerdo con el ejercicio 

de sus usos y costumbres deben respetarse en todo momento, lo que implica que las 

autoridades deben llevar a cabo la consulta, a través de medios e instrumentos idóneos 

para las comunidades indígenas, de suerte que la falta de acceso a las tecnologías de la 

información, no signifique un menoscabo en el ejercicio de este derecho; c) informada, al 

exigir la existencia de información precisa sobre la naturaleza y consecuencias del proyecto, 

debiendo adoptar todas las medidas necesarias para que sea comprensible, por lo que si 

así lo requiere el caso concreto, deberá ser proporcionada en las lenguas o idiomas de las 

comunidades o pueblos involucrados, así como con todos los elementos necesarios para su 

entendimiento, de manera que los tecnicismos científicos no constituyan una barrera para 

que las comunidades puedan emitir una opinión; y d) de buena fe, pues la consulta exige la 

ausencia de cualquier tipo de coerción por parte del Estado o de particulares que actúen 

con su autorización o aquiescencia. Asimismo, debe efectuarse fuera de un ambiente hostil 

que obligue a las comunidades o pueblos indígenas a tomar una decisión viciada o 

precipitada. 
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PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EN SU DERECHO A SER CONSULTADOS, EL ESTÁNDAR DE 

IMPACTO SIGNIFICATIVO CONSTITUYE ELEMENTO ESENCIAL PARA QUE PROCEDA. 

El derecho de consulta a los pueblos y comunidades indígenas es una prerrogativa 

fundamental reconocida en el artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes 

de la Organización Internacional del Trabajo, cuya protección puede exigir cualquier 

integrante de la comunidad o pueblo indígena, con independencia de que se trate o no de 

un representante legítimo nombrado por éstos. En ese sentido, constituye una prerrogativa 

necesaria para salvaguardar la libre determinación de las comunidades, así como los 

derechos culturales y patrimoniales -ancestrales- que la Constitución y los tratados 

internacionales les reconocen. No obstante, lo anterior no significa que deban llevarse a 

cabo consultas siempre que grupos indígenas se vean involucrados en alguna decisión 

estatal, sino sólo en aquellos casos en que la actividad del Estado pueda causar impactos 

significativos en su vida o entorno. Así, se ha identificado -de forma enunciativa mas no 

limitativa- una serie de situaciones genéricas consideradas de impacto significativo para los 

grupos indígenas como: 1) la pérdida de territorios y tierra tradicional; 2) el desalojo de sus 

tierras; 3) el posible reasentamiento; 4) el agotamiento de recursos necesarios para la 

subsistencia física y cultural; 5) la destrucción y contaminación del ambiente tradicional; 6) 

la desorganización social y comunitaria; y 7) los impactos negativos sanitarios y nutricionales, 

entre otros. Por tanto, las autoridades deben atender al caso concreto y analizar si el acto 

impugnado puede impactar significativamente en las condiciones de vida y entorno de los 

pueblos indígenas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


